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RESUMEN

El COVID-19 representa un incremento del riesgo. A partir de disposiciones
jurídicas y políticas se hace preciso contar con elementos para su gestión, entre
los cuales están los sistemas de información dispuestos por mandatos interna-
cionales y nacionales. No obstante, su desactualización, desarticulación o
inexistencia desencadena un incremento en el riesgo que parece agravarse en
aquellos territorios en los que históricamente los sistemas de información lle-
garon a registrar altas afectaciones como consecuencia de desastres naturales.
El trabajo se propone contrastar la funcionalidad de esos sistemas de informa-
ción para la gestión del riesgo de desastres con las necesidades de la pandemia
por COVID-19 en Colombia. Por medio de una investigación cualitativa que
aplica la estrategia documental con un análisis de datos respaldado en la
triangulación, inicialmente se ofrece una contextualización de la gestión del
riesgo de desastres en el campo jurídico-político, se abordan los sistemas de
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información, y finalmente se contrasta la funcionalidad de estos en momentos
de pandemia.
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ABSTRACT

COVID-19 represents an increased risk. Based on the legal and political
provisions, it is necessary to have elements for their mitigation, among them are
the information systems provided by international and national legal mandates.
However, their lack of updating, disarticulation or nonexistence triggers an
increase in risk that seems to be aggravated in those territories where historically
the information systems came to register greater damages as a consequence of
natural disasters. This work aims to contrast the functionality of these
information systems for disaster risk management with the needs of the
pandemic in Colombia. Through qualitative research that applies the
documentary strategy with a data analysis supported by triangulation, initially
a contextualization of disaster risk management in the legal-political field is
offered, information systems are addressed, and finally Contrast their
functionality in times of a pandemic.

Key words: COVID-19, disaster risk management, information systems.

INTRODUCCIÓN

En materia de gestión del riesgo de desastres, Colombia ha seguido la tenden-
cia de suscribir los instrumentos internacionales, y a nivel interno hay eviden-
cias sobre la concreción de sus contenidos. El Estado ha acogido los tres
instrumentos principales de ese sector: La Estrategia de Yokohama (1994),
posteriormente el Marco de Acción de Hyogo 2005-2015 (2005), y el más re-
ciente fue el Marco de Acción de Sendai para la Reducción de Riesgo de Desas-
tres 2015-2030.

Este último previó «el intercambio abierto y la divulgación de datos
desglosados, incluso por sexo, edad y discapacidad, así como de la informa-
ción sobre los riesgos fácilmente accesible, actualizada, comprensible, con base
científica y no confidencial, complementada con los conocimientos tradiciona-
les» (2015, p. 13). Con base en compromisos como los descritos, Colombia
desarrolló un marco jurídico que incluye una renovada institucionalidad en-
cargada del diseño y la operación de los sistemas de información. Estos son
bases para la debida gestión del riesgo, asumido como la suma de amenazas y
vulnerabilidad de la población en el territorio.
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Con la llegada del COVID-19 el incremento en el nivel de riesgo era inminen-
te, en la medida que se suma a problemas de contaminación atmosférica y al
incremento de enfermedades respiratorias por el periodo de lluvias. No obs-
tante, la zonificación de territorios vulnerables y la identificación de población
en riesgo preexistente por eventos como la contaminación o los desastres na-
turales, no se constituye en un respaldo para la administración de la pandemia.
La desactualización de algunos sistemas de información, su desarticulación o
su inexistencia desencadenan un incremento en el riesgo que parece agravarse
en aquellos territorios en los que históricamente los sistemas de información
existentes llegaron a registrar mayores afectaciones como consecuencia de
desastres naturales.

El COVID-19 es un hecho que obliga a la ejecución de acciones administrativas
tanto previsibles como precautorias. Previsibles, gracias al conocimiento ad-
quirido que permite actuar con responsabilidad para la protección de los dere-
chos; precautorias, frente a los aspectos en los cuales hay ausencia de la certeza
científica para enfrentar el virus, pero que no dejan de ser motivación para la
ejecución de acciones. Las falencias identificadas con los sistemas de informa-
ción se traducen en la pérdida de eficacia, eficiencia y certeza que debe respal-
dar la capacidad de toma y ejecución de decisiones frente a poblaciones en
situaciones de riesgo a las cuales se debe mayor atención y protección por la
presencia del COVID-19, lo que en el Estado Social y Democrático de Derecho
se debe materializar con acciones afirmativas.

El acceso a la información disponible, que es parcial y desactualizada, permite
corroborar la alta vulnerabilidad frente a los fenómenos hidrometeorológicos.
Con base en la información existente es posible cruzar esos datos de eventos
naturales con la información que refleja la localización del número de conta-
gios en los territorios, y verificar en cuáles de ellos debe existir una atención
prioritaria y de máximo nivel preventivo al estar históricamente definidos por
el riesgo preexistente de eventos naturales.

METODOLOGÍA

Se acoge el modelo cualitativo y se aplica la estrategia de investigación docu-
mental con un análisis de datos respaldado en la triangulación. La investiga-
ción documental se empleó «para realizar la revisión de antecedentes de un
objeto de estudio y para reconstruirlo conceptualmente» (Yuni y Urbano, 2014,
p. 99), lo que para el caso se focaliza en el referente institucional dedicado a la
gestión del riesgo de desastres y la planeación territorial con alcance preventi-
vo frente a comunidades en riesgo.
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Al tiempo, la estrategia documental ofrece la oportunidad de «volver la mira-
da a un tiempo pasado para comprender e interpretar una realidad actual (sin-
crónica) a la luz de acontecimientos pasados que han sido los antecedentes que
han derivado en los consecuentes de situaciones, acontecimientos y procesos
de una realidad determinada» (Yuni y Urbano, 2014, p. 99-100). Lo anterior se
materializa con los datos cualitativos que se desprenden de los consolidados
del Sistema Nacional de Información –SNI– adscrito al Sistema Nacional de
Gestión del Riesgo de Desastres (SNGRD) entre el año 2000 y el 2014. Ese fue
el periodo identificado con información disponible, y fue necesario
sistematizarlo a partir de las unidades de información acogidas por el mismo
SNI, las cuales son insuficientes frente a las previstas por el Marco de Acciones
de Sendai.

De lo anterior se desprende que en el análisis de datos, asumido como «el
proceso mediante el cual se organiza y manipula la información recogida por
los investigadores para establecer relaciones, interpretar, extraer significados
y conclusiones» (Spradley, 1980, p. 70), se partiera de un momento de reduc-
ción de información a partir de la categoría «víctimas», desagregadas en las
subcategorías muertos, heridos y desaparecidos. La triangulación con el incre-
mento potencial del riesgo a causa del COVID-19 se hizo con las cifras del
Instituto Nacional de Salud (INS), empleando para el cruce la localización de
población desagregada en entidades territoriales departamentales.

El escrito se estructura a partir de los siguientes componentes: inicialmente se
realiza una contextualización de la gestión del riesgo de desastres en el ámbito
jurídico-político de Colombia, luego se abordan los sistemas de información, y
finalmente se contrasta la funcionalidad de estos en momentos de la pandemia
generada con el COVID-19.

LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES EN EL ÁMBITO
JURÍDICO-POLÍTICO DE COLOMBIA

Los desastres naturales son expresión y resultado de las relaciones históricas y
sociales que los colectivos humanos entablan con la naturaleza (Serna, 2011, p.
200), algo en lo que coincide Lavell (1993) que, contrario a un enfoque «fisiquista»
que define la anormalidad del evento, propone que los desastres «deben verse
más bien como una conformación coyuntural de las condiciones normalmente
existentes en la sociedad; de las vulnerabilidades y capacidades humanas
preexistentes» (p. 48).

En el ordenamiento jurídico y político de Colombia el desastre es una figura
expresamente asociada con el citado enfoque teórico. El desastre tiene una
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relación con el riesgo, y este a su vez depende de la vulnerabilidad y la amena-
za. La Ley 1523 de 2012, que regula el SNGRD, se desarrolla a partir de esa
relación. En ella el desastre es «el resultado que se desencadena de la manifes-
tación de uno o varios eventos naturales o antropogénicos no intencionales
que al encontrar condiciones propicias de vulnerabilidad en las personas, los
bienes, la infraestructura, los medios de subsistencia, la prestación de servi-
cios o los recursos ambientales, causa daños o pérdidas humanas (…)» (Ley
1523, 2012, artículo 4.8).

Como resultado que provoca la pérdida y el daño, el desastre requiere de un
detonante. Es allí donde la Ley 1523 de 2012 relaciona el riesgo como el evento
desencadenante del desastre, en la medida que lo asume como la potenciali-
dad de daño o pérdida ante la ocurrencia del evento (Ley 1523, 2012, artículo
4.25). De manera que conforme a las disposiciones jurídicas el riesgo puede
llevar a la ocurrencia del desastre. En ese orden, la amenaza y la vulnerabili-
dad son los componentes que integran el riesgo del desastre. Ese enfoque,
sustentado por White (1974), en el cual el riesgo a sufrir un desastre está aso-
ciado a la magnitud de la amenaza natural y a la vulnerabilidad a la que se
expone la sociedad (Maskrey, 1993), tiene lugar en las disposiciones jurídicas a
partir de las cuales se desarrolla la normativa y se expiden las políticas en la
materia.

De un lado, la amenaza es asumida como el «Peligro latente de que un evento
físico de origen natural, o causado, o inducido por la acción humana de mane-
ra accidental, se presente con una severidad suficiente para causar pérdida de
vidas, lesiones u otros impactos (…)» (Ley 1523, 2012, artículo 4.3), y la vulne-
rabilidad, es la «susceptibilidad o fragilidad física, económica, social, ambien-
tal o institucional que tiene una comunidad de ser afectada o de sufrir efectos
adversos en caso de que un evento físico peligroso se presente» (Ley 1523,
2012, artículo 4.27). De lo anterior resulta el riesgo como la conjugación de
amenaza y vulnerabilidad, entendiendo que esta última es por medio de la
cual se pueden interpretar y traducir «procesos cotidianos de segregación eco-
nómica y política con una identificación más detallada y puntual de aquellos
que estarían expuestos al riesgo en ambientes expuestos a amenazas» (Cannon,
1991).

Con base en figuras como las analizadas, en Colombia la gestión del riesgo de
desastres se asume como un «proceso social orientado a la formulación, ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, programas,
regulaciones, instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conoci-
miento y la reducción del riesgo y para el manejo de desastres (…)» (Ley 1523,
2012, artículo 1), comprensión que se corresponde con los avances
paradigmáticos que explican la gestión del riesgo de desastres, con el paradig-
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ma de la sostenibilidad ambiental que tributó a su consolidación, y con los
instrumentos internacionales que han trasladado las responsabilidades corres-
pondientes al Estado de Colombia como sujeto de Derecho internacional que
ha suscrito esos instrumentos.

La correspondencia del proceso de gestión del riesgo de desastres con los
sustentos paradigmáticos sobre los cuales se ha construido y ha evolucionado
el marco jurídico y político en Colombia, son compatibles con aquellas visiones
que asumen la gestión del riesgo de desastres como «Un proceso social com-
plejo, cuyo fin último es la reducción o la previsión y control permanente del
riesgo de desastres en la sociedad, en consonancia con, e integrada al logro de
pautas de Desarrollo Humano, económico, ambiental y territorial, sostenibles»
(Lavell, 2003, p. 30).

En lo que se refiere a su correspondencia con el paradigma de la sostenibilidad,
la gestión del riesgo de desastres constituye un escenario regulado en Colombia
desde «la década de los años setenta, cuando comenzaron a aparecer normas
más completas y articuladas al consenso internacional sobre el medio ambiente,
lo que incide en la regulación y reglamentación de acontecimientos o fenómenos
directamente vinculados con causas naturales» (Rendón y Vásquez, 2015, p. 53).

Disposiciones de la Declaración de Estocolmo de 1972 correspondientes a la
planificación ambiental, como las previstas en los principios 13, 14, 15 y 16,
actualmente tienen reflejo en contenidos del artículo 80 de la Constitución Po-
lítica de 1991. La Declaración de Río de Janeiro de 1992 no solo aseguró la
adopción de la sostenibilidad a nivel constitucional (Artículo 80), sino también
que ese modelo fuera desagregado en las disposiciones de la Ley 99 de 1993
(Vásquez, Gómez y Martínez, 2017). En esa normativa la gestión del riesgo de
desastres es un principio que orienta la política nacional ambiental, es función
de las Corporaciones Autónomas Regionales, pero además permitió la amplia-
ción del uso y el alcance del principio de precaución (Rendón y Vásquez, 2015,
p. 54), el cual, en la actualidad, no solo está previsto para asuntos ambientales
(Ley 99, 1993, artículo 1), sino que también es principio del SNGRD (Ley 1523,
2012, artículo 2).

Finalmente, el desarrollo de la gestión del riesgo de desastres en el ordena-
miento jurídico y político de Colombia se corresponde con la suscripción de
los instrumentos internacionales que han gobernado la materia. La Estrategia
de Yokohama –EY– (1994), el Marco de Acción de Hyogo –MAH– 2005-2015
(2005), y el Marco de Acción de Sendai para la Reducción de Riesgo de Desas-
tres 2015-2030, instrumentos que, entre sus disposiciones, hacen explícita la
obligación de diseñar e implementar sistemas de información, una garantía de
base por medio de la cual se realiza el derecho de acceso a la información.
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LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN Y EL ACCESO A LA INFOR-
MACIÓN EN TIEMPOS DE COVID-19

En la EY la información fue objeto de uno de los principios rectores para ade-
lantar una adecuada gestión del riesgo de desastres, apoyada en su efectiva
difusión «mediante las telecomunicaciones, inclusive los servicios de radiodi-
fusión, son factores clave para prevenir con éxito los desastres y prepararse
bien para ellos» (1994, principio 5). También fue prevista como parte de las
estrategias para el año 2000 y contenido de las recomendaciones a nivel local y
comunitario, primordialmente como fuente de concienciación pública, tenden-
cia que se siguió en el plano regional y nacional.

En el MAH 2005-2015 (Conferencia Mundial sobre Reducción de los Desastres,
2005) aumentó el peso de su incidencia. La información fue prevista como uno
de los contenidos de los objetivos generales (2005, p. 3), una de las prioridades
de acción (2005, p. 5), pero sobre todo, como una de las actividades esenciales
para materializar la acción prioritaria enfocada en «Utilizar los conocimientos,
las innovaciones y la educación para crear una cultura de seguridad y de
resiliencia a todo nivel» (2005, p. 9).

Su mayor grado de especialización y transversalización en la gestión del ries-
go de desastres llega con el Marco de Acción de Sendai. En él, se incluye como
principio el abierto intercambio y divulgación de datos «desglosados, incluso
por sexo, edad y discapacidad, así como de la información sobre los riesgos
fácilmente accesible, actualizada, comprensible, con base científica y no confi-
dencial, complementada con los conocimientos tradicionales» (Tercera Confe-
rencia Mundial sobre Reducción de los Desastres, 2015, p. 13). Prevé el deber
de los Estados de «Promover el acceso en tiempo real a datos fiables, hacer
uso de información espacial e in situ, incluidos los sistemas de información
geográfica (SIG), y utilizar las innovaciones en materia de tecnología de la
información y las comunicaciones para mejorar los instrumentos de medición
y la recopilación, el análisis y la difusión de datos» (2015, p. 15). La recopila-
ción, el análisis, la gestión y el empleo de la información son algunas de las
acciones para alcanzar la comprensión del riesgo de desastres, al mismo tiem-
po que lo es el deber de elaborarla, actualizarla y difundirla con base en
cartografías y mapas (2015, p. 15), o «Asegurar que la información no confi-
dencial desglosada por pérdidas sobre el grado de exposición a amenazas, la
vulnerabilidad, los riesgos y los desastres esté disponible y accesible libre-
mente, como corresponda» (2015, p. 15).

Con base en ese marco de referencia es preciso abordar dos interrogantes:
¿Cómo se materializan las obligaciones estatales sobre la información en ges-
tión del riesgo de desastres? y ¿Qué función cumplen ante una pandemia como
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el COVID-19? Para dar respuesta a estas preguntas no se debe perder de vista
que en Colombia la gestión del riesgo de desastres articula el conocimiento y
la reducción del riesgo, y el manejo de los desastres.

El primero se asume como «la identificación de escenarios de riesgo, el análisis
y evaluación del riesgo, el monitoreo y seguimiento del riesgo y sus compo-
nentes y la comunicación para promover una mayor conciencia del mismo»
(Ley 1523, 2012, artículo 4.7). Desde ese alcance la información tiene un rol de
base, toda vez que la ejecución de las acciones que implica el conocimiento del
riesgo parte del efectivo acceso a la información, de su divulgación y su apro-
piación, pero sobre todo de su existencia y elaboración, para lo cual resultan
imperiosos los términos establecidos en los instrumentos internacionales que
incorporan la información en la gestión del riesgo de desastres. Además, no
puede pasar como un dato aislado que en Colombia el manejo y la transferen-
cia de la información, así como el diseño y la operatividad del SNI, son funcio-
nes que se encomiendan al Comité Nacional para el Conocimiento del Riesgo,
instancia encargada de las acciones de base de las que depende la reducción
del riesgo, y el manejo de desastres.

En lo que respecta a la reducción del riesgo, la Ley 1523 de 2012 establece que
conlleva el proceso de gestión «compuesto por la intervención dirigida a mo-
dificar o disminuir las condiciones de riesgo existentes, entiéndase: mitigación
del riesgo y a evitar nuevo riesgo en el territorio, entiéndase: prevención del
riesgo» (Artículo 4.21). Con ello, el acceso a la información que sirve de presu-
puesto al conocimiento de base es igualmente condición necesaria para poder
emprender la mitigación y la prevención que dan lugar a la reducción del ries-
go. Solo con la construcción, la divulgación y el acceso debido a la información
será posible emprender la definición de acciones de mitigación y prevención
en casos concretos en los que se pueda definir la amenaza y la vulnerabilidad
a la cual está sometida una población en un territorio.

En la misma dirección se enlaza la relación información-manejo de desastres.
Apoyado en el conocimiento y la reducción del riesgo, el manejo de desastres
conlleva «la preparación para la respuesta a emergencias, la preparación para
la recuperación posdesastre, la ejecución de dicha respuesta y la ejecución de la
respectiva recuperación, entiéndase: rehabilitación y recuperación» (Ley 1523,
2012, artículo 4.15). Todas las acciones previstas como parte de la gestión del
manejo del desastres acarrean el acceso a la información como condición de
base para su efectiva ejecución.

De esa manera se desprende que el acceso a la información cumple varios roles
dentro del proceso de gestión del riesgo de desastres: inicialmente, y parece
redundante, la información incorpora su dimensión de derecho de acceso pre-
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visto en el principio 10 de la Declaración de Río de Janeiro de 1992; es un
componente formal y material que transversaliza la operatividad del SNGRD;
es un componente en el que se reflejan los contenidos de los instrumentos
internacionales sobre la materia como pautas orientadoras e interpretativas,
cuando no procedan como disposiciones con un carácter vinculante; y se trata
de una dimensión ius fundamental del derecho a la prevención de desastres
técnicamente previsibles, en el sentido que le aporta los contenidos de un de-
recho constitucional esencial como es la información, lo que abre paso a la
interdependencia y la conexidad entre derechos.

De ello que la Ley 1523 respalde al SNGRD en el principio de oportuna infor-
mación. A través de él las autoridades tienen el deber de «mantener debida-
mente informadas a todas las personas naturales y jurídicas sobre: Posibilidades
de riesgo, gestión de desastres, acciones de rehabilitación y construcción así
como también sobre las donaciones recibidas, las donaciones administradas y
las donaciones entregadas» (Artículo 3, 15). La información está además pre-
vista como uno de los insumos que hace posible la preparación y la respuesta
(Artículo 4.17-4) y es componente del SNGRD (Artículo 5), se fija como uno de
sus objetivos (Artículo 6.e), y por ello, hace que en la Ley se reconozcan los
sistemas de información como uno de los componentes principales del SNGRD
(Artículo 7.3). La Ley 1523 impone la operatividad del SNI, en el cual deben
confluir los contenidos y datos de todas las entidades nacionales y territoria-
les al ser el insumo para el conocimiento y reducción del riesgo, y para el
manejo de los desastres. El SNI se respalda en los sistemas de información de
los niveles territoriales, con los cuales debe asegurar una interoperabilidad
(Artículo 46).

A partir de lo anterior se evidencia que en el ordenamiento jurídico y político
de Colombia se han dispuesto los lineamientos por medio de los cuales el
Estado y la sociedad deben emprender la gestión del riesgo de desastres ase-
gurando la incorporación de lo que denominaremos «variable informativa».
Se trata de un componente para la planificación territorial que es «un verdade-
ro sistema de gobierno corporativo [que] consiste en el manejo y tratamiento
de aquellas situaciones que siendo inciertas en cuanto a su ocurrencia y/o im-
pacto, tienen un efecto en el cumplimiento de los objetivos trazados por la
organización» (Safar, 2012, p. 46), y donde su ausencia «constituye una fuente
de ineficiencia en la administración pública que deriva en la configuración de
una responsabilidad por la eventual causación de daños antijurídicos genera-
da en la omisión de los órganos directamente llamados a su realización» (Safar,
2012, p. 47).

Agotadas algunas reflexiones sobre el primer interrogante, es preciso empren-
der la elaboración de una respuesta frente al segundo de ellos: ¿Qué función
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cumplen los sistemas de información ante una pandemia como el COVID-19?
La respuesta se puede dividir en varios componentes. El primero nos obliga a
reiterar que estamos en presencia de un derecho constitucional de tipo funda-
mental que en el escenario ambiental que sirvió de nicho a la gestión del riesgo
de desastres, conlleva el componente de «acceso». De manera que a la luz del
principio 10 de la Declaración de Río de Janeiro de 1992, el acceso a la informa-
ción es uno de los componentes que conducen al «mejor modo de tratar las
cuestiones ambientales», y adicional, es una potestad esencial del individuo
que se puede ver comprometida en la gestión del riesgo de desastres.

El ejercicio de ese contenido ius fundamental cumple funciones garantistas en el
SNGRD. Contribuye a la protección de otros derechos fundamentales, como la
vida, la salud, la integridad física, la dignidad, la participación o la justicia, y
otros de tipo colectivo, como el ambiente sano, el equilibrio ecológico, la cons-
trucción conforme a la normativa urbanística, o la seguridad.

Las funciones garantistas de la información resultan obligatorias ante un evento
como el COVID-19. La Ley 1523 de 2012 incluye dentro de las posibilidades
de desastre los eventos antropogénicos no intencionales que al encontrar
condiciones adecuadas causan daños o pérdidas (Artículo 4.8), algo que se
puede constatar con el COVID-19. No se trata de un evento antropogénico
intencionado, y en su propagación ha puesto en evidencia las profundas con-
diciones de vulnerabilidad de los seres humanos, de sus bienes,
infraestructuras y medios de subsistencia sin distingo de clase. Se confirma
la pandemia del COVID-19 como objeto de tratamiento por parte del SNGRD,
que se reitera en la modalidad de riesgo, que incluye «eventos físicos peli-
grosos de origen natural, socio-natural tecnológico, biosanitario o humano
no intencional» (Artículo 4.25).

De manera que en Colombia el Comité Nacional para el Conocimiento del
Riesgo (Ley 1523, 2012, artículo 20), como encargado legal de «Formular
lineamientos para el manejo y transferencia de información y para el diseño y
operación del Sistema Nacional de Información para la Gestión del Riesgo»
(Ley 1523, 2012, artículo 21), ha estado en la obligación de proporcionar derro-
teros por medio de los cuales el SNI recibe, sistematiza y permite la divulga-
ción de la información de la pandemia para la concienciación pública y la
operatividad interinstitucional. Además, dichos lineamientos deben ser los
articuladores que den lugar a la interoperabilidad con los sistemas de las enti-
dades territoriales; pero más aún, son los que permiten identificar, localizar y
comprender las condiciones de vulnerabilidad de la población en el territorio.

No hacemos referencia a las condiciones de vulnerabilidad frente a la pandemia,
sino a las condiciones de vulnerabilidad preexistente, de carácter preventivo,
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entendidas como la «Susceptibilidad o fragilidad física, económica, social,
ambiental o institucional que tiene una comunidad de ser afectada o de sufrir
efectos adversos» (Ley 1523, 2012, artículo 4.27). El SNI, previo a la ocurrencia
del COVID-19, concentraba el cumplimiento de la obligación a través de la
cual las autoridades estatales y la sociedad debían comprender la localización,
la caracterización y el estado de comunidades vulnerables por eventos dife-
rentes a la pandemia, pero que frente a la llegada del COVID-19, presentan un
incremento en el nivel de amenaza y vulnerabilidad, esto es del riesgo, y por
ello, del daño y la pérdida.

DISCUSIÓN

La pandemia del COVID-19 pone a la sociedad global en una situación crítica
en la cual se incrementan las condiciones de vulnerabilidad: «Las consecuen-
cias de este desastre pudieran cambiar, por mucho tiempo, las relaciones eco-
nómicas, sociales e interpersonales en el mundo y cada uno de nuestros países»
(UNESCO, 2020). En la misma tendencia se pronunció la Oficina de las Nacio-
nes Unidas para la Reducción de Desastres (UNDRR, por sus siglas en inglés):

aceptar una nueva comprensión sobre la naturaleza dinámica de los riesgos
sistémicos, establecer nuevas estructuras para gestionarlo en sistemas com-
plejos y adaptativos, y elaborar una serie de herramientas nuevas para rea-
lizar inversiones y tomar decisiones orientadas por el riesgo, lo cual
permitiría que las sociedades humanas vivan con y en la incertidumbre
(Gordon y Williams, 2020).

En ese panorama es que las relaciones sociales, y en especial las económicas, se
están viendo sometidas a transformaciones profundas. Las primeras debido al
aislamiento y los cambios en la cotidianidad, lo que conlleva la alteración y la
reducción en la comunicación y el acceso a la información que permita estable-
cer certezas frente a las circunstancias del COVID-19, y sobre la evolución de
las condiciones que rigen las amplias y abundantes medidas excepcionales adop-
tadas por el Estado. Las segundas, debido al incremento de la incertidumbre y
los bruscos altibajos de la economía que alteran las formas de vida de las co-
munidades.

Aquellos sectores de la sociedad que ya contaban con condiciones de vulnera-
bilidad por la existencia de riesgos naturales, en muchas ocasiones ven
incrementado su nivel de fragilidad física, económica, social o ambiental por la
posible ocurrencia del evento natural que aqueje el territorio donde se locali-
zan. Esto se da porque en tiempos de pandemia la locomoción y el ejercicio de
reunión son excepcionales, ejercer la participación es algo que puede llegar a
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ser inviable, y la posibilidad de adquirir el COVID-19 representa una amenaza
creciente para la salud y la vida.

Las condiciones preexistentes de vulnerabilidad también aumentan cuando se
piensa en el potencial del deterioro de la salud física y mental y de las condi-
ciones de vida debido a los cambios económicos provocados por el COVID-19.
Esas condiciones alteran las posibilidades de la población para hacer frente a
un desastre, poniendo en un nivel de riesgo la resiliencia que se venía instalan-
do en la gestión del riesgo de desastres previo a la pandemia a partir de las
orientaciones fijadas por los instrumentos internacionales.

El COVID-19 no excluye, suspende ni aminora la ocurrencia de los eventos
naturales, los cuales hacen parte de la forma de vida de amplios sectores de la
población y determinan su forma de ser y de estar en el territorio. La perma-
nencia de poblaciones en zonas vulnerables a eventos naturales concurre con
la posibilidad de propagación del COVID-19, lo que representa un riesgo adi-
cional para muchas comunidades, debido a las condiciones de vulnerabilidad
y exposición a la amenaza por la ocurrencia del evento natural, a la propensión
del contagio, y a la disponibilidad de recursos y de infraestructura habilitada
por el Estado para enfrentar el desastre.

De lo anterior que el riesgo por el acaecimiento de desastres a raíz de un
evento natural exige la actualización, la vigencia y la operatividad de los siste-
mas de información de gestión del riesgo de desastres de todos los niveles
administrativos del Estado. Los sistemas de información deben ser fuentes
efectivas de acceso a la información que permita asegurar el acceso a la locali-
zación y caracterización de la población, a la información sobre las amenazas y
la vulnerabilidad que los definen en el territorio, a una información accesible,
actualizada, comprensible, con base científica y no confidencial, que permita
una adecuada planeación y prevención, que pueda priorizar acciones afirmati-
vas sobre grupos humanos en los que se incrementan los factores de riesgo por
desastre, emergencia y calamidad, en concurrencia con la propagación del
COVID-19.

El acceso a la información que deben proveer los sistemas de información de la
gestión del riesgo de desastres debe asegurar el conocimiento del riesgo en
tiempos de incremento exponencial de la vulnerabilidad de la población en los
territorios. El conocimiento del riesgo asegura la funcionalidad del «proceso
de la gestión del riesgo compuesto por la identificación de escenarios de ries-
go, el análisis y evaluación del riesgo, el monitoreo y seguimiento del riesgo y
sus componentes y, la comunicación para promover una mayor conciencia del
mismo que alimenta los procesos de reducción del riesgo y de manejo de de-
sastre» (Ley 1523, 2012, artículo 4.7).
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Funcionalidad de los sistemas de información y del acceso a la información
en tiempos de COVID-19

De cara a la realidad que enfrenta el SNGRD con la expansión del COVID-19
en Colombia, la funcionalidad de los sistemas de información que están llama-
dos a respaldar la ejecución de las acciones que implica el riesgo y el desastre,
exige contrastar esa funcionalidad con las necesidades de la pandemia por
COVID-19 en el país.

La Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres –UNGRD– es la en-
cargada de «poner en marcha, un sistema nacional de información para la ges-
tión del riesgo de desastres, el cual debe mantenerse actualizado y funcional
mediante la integración de contenidos de todas las entidades nacionales y
territoriales, (…)» (Ley 1523, 2012, artículo 45). En el año 2014, a dos años de
la entrada en vigencia del SNGRD, la UNGRD entonces identificó que en Co-
lombia «No se cuenta con un instrumento a nivel nacional que permita inte-
grar, consolidar y diseminar la información relacionada con gestión del riesgo
entre los diferentes actores de la gestión del riesgo de desastres» (2014, p. 11),
lo cual asoció a la «Deficiencia de políticas, procedimientos y acuerdos para el
manejo de la información relacionada con la gestión del riesgo a nivel nacio-
nal» (2014, p. 11).

La UNGRD se propuso «Implementar el Sistema Nacional de Información para
la Gestión del Riesgo de Desastres, que permita la articulación e integración
de la información generada por las entidades de orden nacional y territorial,
así como el fomento de su buen uso y generación» (2014, p. 12). Para ello se
trazó un desarrollo en etapas, que inició por el sistema de información de
base, seguido del sistema de información científica, el sistema de información
para emergencias y el sistema de información para la planeación del territorio,
y finaliza con el sistema de seguimiento y control (2014).

No obstante, en la actualidad, el SNI no cuenta con registros públicos sobre la
forma como contribuye con la adopción, adaptación y promoción de estándares,
protocolos, soluciones tecnológicas y procesos para el manejo de información
para la gestión del riesgo de desastres. Tampoco se evidencia información
pública que permita asegurar el seguimiento de las amenazas, las vulnerabili-
dades y los riesgos en los territorios. La UNGRD tiene los consolidados de
atención a emergencias con información no confidencial disponible pública-
mente correspondiente a los años 1998 a 2012, pero no dispone de la relaciona-
da con los años 2013, 2014, 2015 y 2016, y si bien reseña los años 2017 y 2018, en
la página web de la UNGRD no se despliega información de ninguno de esos
dos periodos.
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La UNGRD administra el consolidado de emergencias como parte del SNI.
Este está compuesto por la descripción y ubicación del evento natural, la
afectación en muertos, heridos, desaparecidos, personas y familias, y el
apoyo nacional proporcionado. No obstante, el SNI adolece de la aplica-
ción de información desagregada «por sexo, edad y discapacidad, así como
de la información sobre los riesgos fácilmente accesible, actualizada, com-
prensible, con base científica y no confidencial, complementada con los co-
nocimientos tradicionales» (2015, p. 13), tal como lo establece el Marco de
Acción de Sendai.

Unido a las ausencias y debilidades que presenta la funcionalidad del SNI,
se identifica que tampoco ha implementado un enfoque diferencial que per-
mita identificar, caracterizar y comprender las condiciones de la población
en situación de riesgo y desastre, componente de relevancia si se tiene pre-
sente que:

La adopción de medidas a favor de los grupos marginados no constituye

una competencia meramente facultativa del legislador, sino que es un man-

dato de acción, encaminado a transformar las condiciones materiales que

engendran o perpetúan la exclusión y la injusticia social. Este deber estatal,

si bien necesita ser desarrollado por la ley, y está atado a las apropiaciones

presupuestales correspondientes, no puede quedar indefinidamente apla-

zado en la agenda estatal (Corte Constitucional, 2004, T-025).

En la actualidad, el SNI carece de enfoque étnico, de género, de edad, de
discapacidad, de desplazamiento, de composición del grupo familiar, de titu-
laridad sobre la propiedad, pero más aun, de contagios por COVID-19, de
condiciones de vulnerabilidad que conlleven potenciales contagios. El SNI no
reunió ni reúne datos sobre personas o familias que son objeto de procedi-
mientos de reubicación y reasentamiento a causa de eventos naturales que
pueden detonar desastres. A lo anterior se suma que la legislación vigente no
dispone de normativa que fije lineamientos o mecanismos específicos para
emprender procesos de reubicación y reasentamiento producidos por eventos
naturales, pero tampoco alguno que conlleve emprender procesos de
reasentamiento y reubicación por eventos antropogénicos no intencionales,
como el COVID-19.

El SNI no evidencia las formas, canales, mecanismos o procedimientos por
medio de los cuales asegure la operatividad con los sistemas de información
regional, departamental, municipal y distrital. Lo anterior define la
funcionalidad del SNI a partir de parámetros de poca eficacia, eficiencia, trans-
parencia y responsabilidad administrativa.
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A MODO DE CONCLUSIÓN

En Colombia el COVID-19 se traduce en un evento con características que
exigen la ejecución de acciones administrativas de tipo preventivo y precautorio,
dando aplicación a los contenidos del principio de responsabilidad y de pre-
caución que rige el SNGRD. Las primeras, gracias al conocimiento adquirido
que permite actuar para proteger los derechos de la población vulnerable, ta-
les como las medidas de aislamiento, confinamiento, suspensión de activida-
des, ejecución de medidas de higiene para garantizar la salud pública, todas
respaldadas en el acceso a la información científica. Precautorias, frente a los
aspectos en los cuales hay ausencia de la certeza científica para enfrentar el
virus, pero que no por eso dejan de ser motivación para la ejecución de accio-
nes. Estas últimas son las que de manera particular presentan una demanda
aún mayor de la información que deben proveer los sistemas, en la medida
que la ausencia de certeza científica que permite la ejecución de acciones mu-
cho más restrictivas, requiere una información de base que permita establecer
con seguridad la existencia de ausencia de certeza científica.

Las falencias del SNI se traducen en la pérdida de eficacia, eficiencia y certeza
que deben respaldar la capacidad de toma y ejecución de decisiones frente a
poblaciones en situaciones de riesgo por eventos naturales a las cuales se debe
proveer una mayor y prioritaria atención y protección ante el COVID-19. En la
experiencia colombiana un ejemplo en el que concurren todas las debilidades
que se desprenden de los sistemas de información y del acceso a la informa-
ción sobre el evento se evidencia con la situación de comunidades indígenas
de la Amazonía, donde el nivel de daños y pérdidas supera por mucho las
posibilidades de prevención y mitigación.

Con base en esa información, aunque parcial (UNGRD, 2020), es posible cruzar
los datos de riesgos con la información que refleja el número de contagios en
los territorios (INS, 2020), lo que arroja un panorama preocupante, como indi-
cio de la concurrencia de altos niveles de contagio en lugares con alta concen-
tración demográfica y propensión a la ocurrencia de desastres por eventos
naturales. Tablas 1, 2 y 3.

En el caso del acceso a la información relacionada con la localización, caracte-
rización e identificación de las personas contagiadas por COVID-19 en Colom-
bia, se identifica un sistema de información dispuesto, gestionado y actualizado
por el INS que ofrece información por casos, departamento, municipio, pobla-
ción, muestras y remisión a otras fuentes de información sobre la pandemia.
En lo que corresponde a la información por municipio, el sistema de informa-
ción del INS da cuenta de los casos confirmados, recuperados y fallecidos, así
como del sexo y la edad de los contagiados, la atención prestada y el tipo de
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importación, además de valerse de información georreferenciada ofrecida a
partir de cartografía actualizada de forma reciente. Por departamento, el INS
asegura el acceso a la información a través de consolidados de casos discrimi-
nados por sexo y edad, y especificando la situación de los casos en número de
nuevos contagios, recuperados, fallecidos y hospitalizados.

El sistema de información empleado por el INS sigue la organización escalar
administrativa que está dispuesta por la Ley 1523 de 2012 para la creación de
sistemas de información en las entidades territoriales, esto es, una escala que
trabaja a partir de los consolidados generados por municipios, distritos y de-
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partamentos. Si bien no se identifica la aplicación de los enfoques diferenciales
y tampoco una desagregación de condiciones de vulnerabilidad como integra-
ción del núcleo familiar, estratificación socioeconómica, o titularidad de póli-
zas de salud, en comparación con el SNI, el acceso que permite el INS es mayor
en términos de celeridad, eficacia y eficiencia.
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